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ÓRGANOS Y SUJETOS ESTATALES

1. ACERCA DE COMO SE INTEGRA Y ACTÚA LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA


La Administración Pública constituye un concepto análogo en el sentido de que el mismo puede aplicarse a diferentes objetos de un modo que no es idéntico ni totalmente distinto. En el orden de la organización administrativa se aprecia esa analogía que posee la idea de Administración Pública, puesto que puede referirse -siempre en su acepción orgánica o subjetiva- ya sea al conjunto de órganos que encabeza el Poder Ejecutivo, o bien, añadiendo a ese concepto restrictivo a las entidades jurídicas descentralizadas.



La primera idea considera a la Administración Pública como la Administración Centralizada que, no obstante carecer de personalidad jurídica propia, representa por lo común orgánicamente al Estado, persona pública estatal perfecta y soberana aun cuando es posible que los actos administrativos de los otros órganos en que se divide el poder, a través de la actuación de sus agentes, también trasunten la representación del Estado.



La articulación de esta concepción sobre la Administración Pública se completa con el cuadro de las entidades descentralizadas, con personalidad jurídica también de carácter público y estatal, pero propia separada de la persona jurídica Estado, a la cual la unen, sin embargo, lazos de tutela y de garantía de sus actos frente a los particulares o administrados.



Por eso, la competencia, que es la aptitud legal que le permite actuar a una persona jurídica pública estatal en el ámbito inter-subjetivo, surge tanto de las esferas de las atribuciones de los órganos como de las facultades que tengan atribuidas los sujetos, con personalidad jurídica diferenciada, especialmente a través de las leyes que organizan su creación.



Como las personas jurídicas, y entre ellas el Estado, requieren de la actuación de la voluntad de una persona física que sea idónea para ejercer derechos y contraer obligaciones, encarnando la voluntad del ente, el problema que primero debe resolverse es el modo en que dicho querer se imputa a la persona jurídica, a fin de producir efectos en el mundo jurídico. Para ello se elaboraron distintas concepciones, debiendo señalarse entre las más conocidas, las llamadas teorías del mandato y de la representación.



La teoría del mandato intenta solucionar el problema del procedimiento de imputación de la voluntad de la persona física a la correspondiente persona moral acudiendo a esa institución jurídica, sobre la base que las personas físicas actuaban como mandatarios de la persona jurídica. Pero esta concepción se reveló muy pronto como insuficiente en la medida en que ella supone postular que la persona moral pueda declarar su voluntad de antemano, al otorgar ese mandato, presuponiendo lo que se pretende explicar a través del procedimiento de imputación.



Al resultar esa tesis inadecuada, se acudió a la teoría de la representación legal que, respecto de las personas jurídicas, se pretendían que ejercían las personas físicas, de un modo similar a los representantes legales de estas últimas (tutores o curadores).



Aun cuando, en general, se le reconoció a esta concepción una superioridad técnica sobre la teoría del mandato, lo cierto es que la misma también tropieza con dificultades jurídicas insalvables. En tal sentido, no puede explicar cómo es el propio Estado quien designa su representante legal, ya que si la representación presupone la existencia de dos voluntades, sería imposible al Estado designar su representante, pues él carece en ese momento de voluntad.

2. LA TEORÍA DEL ÓRGANO.


Esta concepción, que explica la índole de las relaciones entre el órgano y el grupo, dejando de lado la idea técnica de la representación, se basa en la inexistencia de la relación jurídica de representación entre uno y otro en virtud de que ambos son expresión de una misma realidad que es la persona jurídica.



Dicha teoría intenta explicar, en el derecho publico, la existencia de material del Estado, dad que el órgano deriva de la propia constitución de la persona jurídica, integrando su estructura. De ese modo, cuando actúa el órgano es como si actuara la propia persona jurídica, no existiendo vínculos de representación entre ambos.



Es evidente que esta teoría explica de un modo más satisfactorio que las concepciones antes señaladas, los vínculos que existen entre la persona jurídica y quienes, al expresar su voluntad, imputan la respectiva declaración o hecho material, a la entidad, El órgano no actúa  en base a un vínculo exterior con la persona jurídica estatal sino que la integra, formando parte de la organización, generándose una relación de tipo institucional que emana de la propia organización y constitución del Estado o de la persona jurídica estatal.



La cuestión no es abstracta, pues como veremos luego, al tratar de la responsabilidad del Estado, es presupuesto para la existencia de responsabilidad la conducta de un órgano o funcionario que le sea jurídicamente imputable, y de ahí la importancia de establecer cómo se imputa la voluntad al órgano estatal. La Corte Suprema nacional ha dicho en este sentido que "la actividad del Estado y funcionarios del Estado realizada para el desenvolvimiento de los fines de las entidades de las que dependen ha de ser considerada propia de éstas, que deben responder de modo principal y directa por sus consecuencias dañosas.

3. LAS RELACIONES INTER-ORGÁNICAS


Se ha visto que los órganos no son sujetos de derecho careciendo, por ende, de personalidad jurídica. Esta circunstancia no impide reconocer la existencia de vínculos jurídicos entre los órganos de una misma persona jurídica publica estatal.



Ese tipo de relaciones denominada "inter-orgánicas" permite sustentar la idea de una subjetividad interna, limitada las vinculaciones que se traban en el seno de una misma persona jurídica.



La actividad inter-orgánica, contrariamente a lo que sostuvo antiguamente, es una actividad jurídica que debe encuadrarse en el ordenamiento, observando el principio de unidad de acción que tiene que caracterizar el obrar de la persona jurídica publica estatal de que se trate, ya que no cabe, en virtud del mismo, admitir la existencia de voluntades contrapuestas (al menos en la llamada administración activa). De lo contrario, no tendría sustento el poder jerárquico que tiende precisamente a brindar unidad al poder que el Estado ejerce a través de sus órganos al realizar la función administrativa.



Las relaciones inter-organicas se clasifican de distinta forma según que sean: a) de colaboración (v.gr. propuestas); b) de conflicto (v.gr. cuestiones de competencia positivas o negativas); c) de jerarquía (v.gr. ordenes); d) consultivas (v.gr. pareceres o dictámenes de los servicios jurídicos permanentes); y e) de control (v.gr. observaciones del Tribunal de Cuentas de la Nación).



La juridicidad que poseen este tipo de relaciones hace que se les aplique, en principio, en forma supletoria o analógica, según sea el caso, los principios y normas que rigen para el acto administrativo, aun cuando ostentan un régimen jurídico peculiar que justifica se encuadre diferenciado.

4. DISTINTOS CRITERIOS PARA CLASIFICAR LOS ÓRGANOS


En esta materia, la doctrina ha elaborado una completa gama de clasificaciones cuya utilidad practica y teórica es muy relativa, razón por la cual haremos una síntesis de los criterios clasificatorios que resultan básicos, los que se centran en dos grandes grupos que responden a la consideración de la estructura de los órganos, o bien, que tienen en cuenta la actividad o función que ellos llevan a cabo.


a) Clasificación según la estructura del órgano


Dentro de este criterio clasificatorio, los órganos se distinguen, en mérito de su origen, en órganos constitucionales, que son aquellos previstos en la Carta Fundamental (v.gr. el Presidente de la República, los ministros, etc.) y órganos meramente administrativos, que no nacen de la Constitución, sino de normas de jerarquía (v.gr. una Dirección General en un Ministerio).



Ateniéndonos a su integración, los órganos se clasifican en personales o pluripersonales, según que tengan como titular a una o varias personas físicas (órganos colegiados o pluripersonales).



La voluntad del órgano colegiado se forma a través de un proceso que se compone de varias etapas, que hacen a la convocatoria, a la deliberación y a la decisión o resolución.



Como el funcionamiento del órgano colegiado requiere la presencia simultánea de los miembros del colegio para poder deliberar, y dado que este tipo de organización actúa de un modo intermitente, se requiere que sus integrantes sean convocados mediante una comunicación que les haga saber la fecha, hora y lugar en que se realizaran las reuniones. En principio, la convocatoria es decidida por quien preside el órgano, salvo que la decisión surja de un numero determinado de miembros del mismo, en cuyo caso quien ejerce la dirección del órgano está obligado a convocarlo.



Antes de adoptarse la decisión, el collegium debe constituirse y deliberar. La constitución del órgano colegiado requiere la concurrencia de un determinado numero de integrantes (quórum estructural), que puede ser igual o distinto al numero que se requiere para funcionar (quórum funcional).



Los temas que vayan a tratarse en la reunión a que se convoque deben hallarse expuestos en el "orden del día", aceptándose que el mismo no sea necesario cuando el órgano colegiado tuviera un objeto fijo (v.gr. comisión asesora de un concurso). La violación de este principio da lugar a la invalidez de la decisión; cuando el órgano puede ser objeto de una nueva convocatoria para su ratificación o no, el defecto o vicio será, en tal caso, de nulidad relativa.



Una vez realizada la deliberación, corresponde que los miembros del colegio adopten la decisión, para lo cual se requiere el numero de votos que determine cada reglamento o estatuto. A falta de texto expreso, las decisiones del órgano colegiado se adoptan por mayoría absoluta, es decir, la mitad mas uno de los miembros presentes.



En el computo del quórum que debe existir en el instante de la decisión, se considera incluido el miembro que se hubiera abstenido de votar, siempre que esa abstención sea facultativa, aun cuando no permanezca en el recinto de sesiones.



La decisión comporta de suyo, un acto, que tendrá naturaleza interorgánica cuando tenga efectos para la Administración en el ámbito interno, mientras que si produce efectos directos respecto de los administrados, será un acto administrativo.



Los miembros del colegio que votaron favorablemente la decisión son responsables por las consecuencias jurídicas que de ella puedan resultar, responsabilidad que desde luego no se extiende a quienes votaron en contra, se abstuvieron o estuvieron ausentes en la reunión.



El criterio estructural también permite clasificar a los órganos en simples y complejos. Se entiende por órgano simple aquel que esta integrado por un solo órgano, ya sea unipersonal o colegiado; en cambio, el órgano complejo se caracteriza por hallarse constituido por dos o mas órganos, siendo indiferente que sean unipersonales o colegiados.


b) Clasificación según la función que cumple el órgano.


Si se tiene en cuenta la naturaleza  de la actividad que lleva a cabo, los órganos se pueden clasificar en:



1. órganos activos que son aquellos que emiten y ejecutan los actos administrativos, es decir, la facultad de crear situaciones jurídicas objetivas o subjetivas, respecto de los administrados aplicando las normas del ordenamiento jurídico.



2. órganos consultivos, cuya función se cumple a través de actos internos o inter-orgánicos de asesoramiento a la administración activa. Se trata de órganos que carecen de facultades decisorias, expresándose a través de informes, pareceres o dictámenes que, por principio, no poseen fuerza vinculatoria.



3. órganos de contralor, que realizan una labor de vigilancia o control sobre los actos que producen los órganos activos, el cual puede ser previo (v.gr. la autorización) o practicarse a posteriori (v.gr. la aprobación).
